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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 0560/2019-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTORA GENERAL DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y CODEMANDADA
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO
San Luis Potosí, S.L.P., a diecisiete de octubre de dos mil diecinueve.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 0560/2019-3, promovido por ********** contra actos de la Directora General y en representación de la Dirección del Registro Público de la Propiedad del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, y del Director Jurídico del mismo Instituto; y,
R E S U L T A N D O
ÚNICO.- Mediante acuerdo de veintiuno de junio de dos mil diecinueve, se tuvo a ********** por promoviendo juicio contencioso administrativo en contra de la Directora General y en representación de la Dirección del Registro Público de la Propiedad del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, y del Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, por la nulidad del siguiente acto: “el oficio ********** de fecha 16 de mayo de 2019”; quien manifiesta que tuvo conocimiento del mismo el cuatro de junio de dos mil diecinueve, en el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Mediante proveído de veinte de agosto de dos mil diecinueve, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual se verificó el diecisiete de septiembre de dos mil diecinueve, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que no se formaron por ninguna de las partes; y se citó para resolver en definitiva. 
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí,  7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter administrativa suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la presentación del acto impugnado, que obra en foja 14 de este sumario.
La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentra acreditada en este Tribunal, pues acompañaron copia certificada de su respectivo nombramiento, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado; documentales que obran en fojas 24,25, 35 y 36 de este expediente.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad del oficio ********** de fecha 16 de mayo de 2019, emitido por el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral del Estado, en el que se hace saber al hoy actor que no se le puede dar respuesta al escrito recibido en esa Dirección el 06 de mayo de dos mil diecinueve, en el que solicitó se expida certificado de no inscripción sobre el ben inmueble que en el mismo se describe.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que la demandada Directora General y en representación de la Dirección del Registro Público de la Propiedad del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, hizo valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228 fracción II y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, señalando que son procedentes en razón de que ni la Dirección General, ni la Dirección del Registro Público de la Propiedad tienen algo que ver con los actos impugnados, al no haber intervenido en la emisión de los mismos, y que por ello no se afectan los interese jurídicos de la parte actora.
Sin que se actualicen las causales de improcedencia y sobreseimiento en estudio, en razón de que la Dirección Jurídica emisora del acto impugnado es una unidad administrativa dependiente del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, y este cuenta con facultades y atribuciones originarias respecto de los referidos actos materia de este juicio, y que para el despacho de los asuntos de su competencia y ejecución de sus atribuciones, cuenta con unidades administrativas conforme lo dispone la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en su artículo 150, razón por la cual es improcedente esta excepción. Máxime  que el interés jurídico de la parte actora quedó acreditado en este juicio con la presentación del acto impugnado, cuya legalidad o ilegalidad es la materia de estudio de este procedimiento, según se ha señalado en el considerando Segundo de esta sentencia.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento hechos valer por la diversa demandada Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral del Estado, y tampoco que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en foja 6 de los autos, argumentos que no se transcriben y, por economía procesal, se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable de acuerdo con los siguientes datos: Época: Novena Época, Registro: 196477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/129, Página: 599.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”

SEXTO.- Antes de entrar al estudio de fondo de los conceptos de impugnación que hace valer el demandante, es obligación de esta Sala Unitaria analizar y resolver sobre la competencia de la autoridad que emitió el acto impugnado, ya que es un presupuesto procesal que debe analizarse de oficio por ser de orden público, por lo cual su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto; conforme lo ordenado en el artículo 250 fracción I y último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra dice:

“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

“…I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;…”

“… La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.

“…Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”

[Énfasis añadido]

Resulta aplicable a lo anterior, la Tesis Aislada del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, publicada el veintiuno de febrero de dos mil catorce en el Semanario Judicial de la Federación, que se localiza de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Décima Época, Registro: 2005663, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: XII.2o.2 A (10a.), Página: 2300, que establece:

“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ESTUDIO DE LOS RELACIONADOS CON LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA ES PREFERENTE SOBRE LOS QUE PLANTEAN VICIOS FORMALES Y DE PROCEDIMIENTO, Y PREVIO AL DE LOS QUE CONTROVIERTEN EL FONDO DEL ASUNTO. El artículo 51, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, como causa de ilegalidad, la incompetencia del funcionario que haya dictado la resolución impugnada, ordenado o tramitado el procedimiento del que ésta deriva, la cual se refiere a un presupuesto esencial de validez de todo acto de autoridad, cuyo estudio es preferente, por referirse a una cuestión de orden público. Esta relevancia ha sido destacada por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al determinar que la actualización de la hipótesis señalada produce la nulidad lisa y llana del acto controvertido. Por tal motivo, los vicios formales o de procedimiento establecidos en las fracciones II y III del artículo mencionado, cuya actualización produce una nulidad para efectos, no generarán un mayor beneficio al actor que el obtenido por aquella nulidad lisa y llana. Por otra parte, del penúltimo párrafo del propio precepto, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010 en que se adicionó, se advierte que, cuando concurran conceptos de anulación relativos a la incompetencia de la autoridad, con otros relativos al fondo del asunto, se privilegiará, en primer orden, el estudio de aquéllos, pues, de resultar fundados, su análisis se justifica en atención a que el fin perseguido es determinar si alguno de ellos genera un mayor beneficio al actor que el alcanzado por la incompetencia de la autoridad. En estas condiciones, se concluye que siempre que concurran en el juicio contencioso administrativo conceptos de impugnación relacionados con la competencia de la autoridad demandada, por su propia naturaleza, su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, porque el mayor beneficio que ello puede producir, guarda relación con la nulidad lisa y llana que se hubiera alcanzado, en su caso, por la incompetencia de la autoridad..- Amparo directo 442/2013. Operadora de Personal de Casa Ley 50, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Morones Dávalos, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: María del Socorro Avendaño Núñez.”

Conforme lo anterior, se advierte que el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis, quien emitió el acto reclamado, carece de competencia y legitimación para emitir la resolución impugnada en este juicio.

Lo anterior es así, en razón de que las funciones de la Dirección Jurídica , no están previstas en la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y si bien es cierto, se encuentra dentro de la estructura orgánica del Instituto Registral y Catastral del Estado, que se contempla en el artículo 150 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, también lo es, que no se contienen las facultades que corresponden a la citada dirección.
Sin que pase inadvertido que en el numeral 152 fracciones VII incisos a), e) y f), VIII y XXV de la Ley en comento, donde se establecen las facultades del Director General de esa Institución, se señala que éste se auxiliará entre otros de los directores a su cargo, sin embargo, dicha circunstancia resulta insuficiente para tenerla por acreditando su competencia y facultades para emitir el acto reclamado en este juicio, para una mayor comprensión se transcriben los numerales en cita: 

“Artículo 150. Para el cumplimiento de las disposiciones contenidas en la presente Ley, el Instituto contará cuando menos con la siguiente estructura orgánica:
“I. Dirección General;

“II. Dirección de Registro Público de la Propiedad;

“III. Dirección de Catastro;

IV. Dirección de Administración;

V. Dirección de Finanzas;

VI. Dirección Jurídica;

VII. Dirección de Innovación y Desarrollo Tecnológico;

VIII. Dirección de Vinculación y Evaluación, y

IX. Contraloría Interna.
En Reglamento Interior del Instituto establecerá la estructura orgánica y funciones de las áreas y servidores públicos del mismo. 

El Director General, los Directores de Registro Público de la Propiedad y de Catastro, así como los Registradores del Instituto, contarán con fe pública en los actos inherentes al ejercicio de sus funciones.”

 “Artículo 152.- El Director General tendrá las siguientes atribuciones: ...
VII. Organizar, integrar y administrar el Registro Público de la Propiedad y la prestación de los servicios inherentes al mismo y al efecto: 
a) Ser depositario de la fe pública registral de la propiedad en el Estado, autorizando con su firma autógrafa o electrónica los registros, anotaciones o  certificaciones que se practiquen, para cuyo pleno ejercicio se auxiliará de los directores, subdirectores, registradores y demás funcionarios del Registro a su cargo. ...

e) Designar de entre los funcionarios envestidos de fe pública registral, a quien provisionalmente supla las ausencias temporales de los directores y subdirectores en los casos previstos por esta Ley y demás ordenamientos aplicables. 
f) Designar de entre los directores y subdirectores de las oficinas registrales, a quienes darán apoyo con su firma autógrafa o electrónica en los diversos distritos. 
VIII. Organizar, integrar y administrar el Catastro Estatal y la prestación de los servicios inherentes al mismo, y al efecto: ...

XXV. Las demás que le atribuyan otras disposiciones legales.”
[Énfasis añadido]
Advirtiéndose que dicha normatividad es omisa en establecer las facultades y competencia de la Dirección Jurídica, y aunque dispone que el Director General designará a los funcionarios que suplirán las ausencias, no establece de forma clara y precisa quienes serán esos funcionarios, y en su caso las facultades y competencia de éstos para expedir certificaciones a nombre del Instituto Registral, ello aunado a que no consta documento alguno aportado en este juicio, que justifique y acredite la designación a que se refiere el artículo 152 fracciones VII incisos a), e) y f), y VIII, anteriormente transcrito, para otorgar al Director Jurídico demandado legitimación y competencia para emitir el acto impugnado.

Cabe señalar que si bien es cierto, el numeral 150 en cita dispone que el Reglamento Interior del Instituto establecerá la estructura orgánica y funciones de las áreas y servidores públicos del mismo; también lo es, que a la fecha ello no ha acontecido, al no haberse emitido dicho ordenamiento.
Bajo esa premisa, se advierte que el Director Jurídico del Instituto, carece de competencia material y formal para conocer y resolver ese tipo de trámites; no obstante lo anterior, a nada práctico conduciría determinar la nulidad por incompetencia de la autoridad que emitió el acto, pues su efecto sería que se emitiera únicamente una nueva resolución por la autoridad competente, reiterando el sentido de lo resuelto en el acto impugnado.

Por lo que se estima necesario precisar, que a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional, en el que se establece que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales; lo que se traduce en la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, por tanto se debe precisar, que el estudio de los conceptos de impugnación formulados por la actora en el escrito de demanda, será tomando en consideración para estudio preferente aquellos que otorguen mayor beneficio, a efecto de eliminar en su totalidad sus efectos y reenvíos innecesarios; esto es, debe traducirse en la satisfacción de la pretensión principal de la demanda de nulidad, generando la imposibilidad de un nuevo pronunciamiento por parte de la demandada que implicaría un nuevo juicio y un retardo de la justicia.

Tiene aplicación a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional..- Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.”

Precisado lo anterior, nos ocuparemos de los conceptos de impugnación que plantea el actor, que se advierte se encuentran contenidos en los apartados de pretensión que se deduce en juicio y conceptos de impugnación, los que se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden, mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.
Apoya lo antes dicho la jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, visible en la Tesis con Registro 2011406 ,Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), Pagina 2018, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”

Así como la jurisprudencia emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, visible en la tesis con Registro: 166683, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A.J/46, Página 1342, que dice: 
“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes...”
Pretensión que se deduce en juicio y Conceptos de impugnación, que en la parte medular literalmente refieren: 

“PRETENSIÓN QUE SE DEDUCE EN JUICIO.- ...SE CIÑAN A LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 922 DEL CÓDIGO DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES EN VIGOR...”

“...PARA DICHO TRÁMITE SE NECESITA QUE EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD DÉ UNA CERTIFICACIÓN DE QUE NO EXISTE REGISTRO ALGUNO A NOMBRE DE PERSONA ALGUNA... CON LA NEGATIVA... ME DEJA EN UN TOTAL ESTADO DE INDEFENSIÓN EN RAZÓN DE QUE NO PUEDO LLEVAR A CABO LAS DILIGENCIAS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA AD-PERPETUAM,... DICHA DEPENDENCIA POR MEDIO DE SUS SERVIDORES PÚBLICOS DEMANDADOS ESTÁN VIOLANDO EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 922...”
7.- EXPRESIÓN DE LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN.- ...LA ILEGALIDAD DE VIOLAR EL ARTÍCULO 922 REFORMADO DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES EN VIGOR,... POR UNA DESAPRECIACIÓN LÓGICA, INTERPRETACIÓN JURÍDICA POR PARTE... DE LOS QUE REPRESENTAN A ESTA INSTITUCIÓN DE GOBIERNO, NO ES POSIBLE QUE SE ME OTORGUE LA CERTIFICACIÓN SOLICITADA... ME DEJA EN UN TOTAL ESTADO DE INDEFENSIÓN SIN TENER LA RAZÓN JURÍDICA...”
Argumentos que resultan fundados, y suficientes para decretar la ilegalidad del acto impugnado, de acuerdo a lo siguiente:

Para evidenciar los motivos por los que se formula esa determinación, es preciso mencionar los antecedentes del caso, los cuales son los siguientes: 

1.- Con fecha seis de mayo de dos mil diecinueve, la parte actora presentó escrito ante el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, en el que solicitó la expedición de un certificado de no inscripción, respecto de un bien inmueble que identificó con ubicación, superficie, medidas y colindancias, y plano correspondiente, documental que fue ofrecida por el accionante como medio probatorio de su acción, y que obra en fojas 10 y 11 de este sumario, la cual al no haber sido objetada por las demandadas, se tiene por auténtica y adquiere valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ella, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

2.- Con fecha fecha dieciséis de mayo de dos mil diecinueve mediante el oficio ********** el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, emitió la respuesta por conducto del Director Jurídico, en la que negó la expedición del certificado solicitado, documental que constituye el acto impugnado en este juicio, y que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 

En consecuencia, resultan fundados los argumentos contenidos en los conceptos de impugnación, en virtud de que de la solicitud que presentó a la Directora del Instituto, se advierte, que lo que pretende el actor con la instancia formulada al Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí, es que se le expida un “certificado de no registro de propiedad”, en el que se establece que un predio no se encuentra registrado a nombre de persona alguna, mismo que se requiere para tramitar diligencias de información Ad-perpetuam, de acuerdo a lo que dispone el artículo 922 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí.
Al respecto se debe destacar, que con Decreto 0392, publicado en el Periódico Oficial del Estado el jueves 29 de septiembre de 2016, que entró en vigor al día siguiente de su publicación según dispone el artículo Primero transitorio del propio decreto, mediante el cual se reforma el artículo 922 del Código de Procedimientos Civiles del Estado; se estableció otra atribución o facultad a cargo del Registro Público de la Propiedad, para expedir certificado que demuestre que los bienes inmuebles descritos por el solicitante, no se encuentran inscritos.

Ahora bien, en la exposición de motivos del Decreto en mención, en lo que aquí interesa, se establece que se reforma el artículo 922 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, para que sea el Registro Público a quien le corresponde verificar si en sus libros está inscrita o no una propiedad, así como expedir la certificación respectiva en donde se informe que no está inscrita a nombre de persona alguna.

A efecto de dar claridad a lo anterior, a continuación se transcribe el decreto en la parte medular:
“... Esto se debe a la naturaleza de los actos de los cuales conoce y las facultades que se le han concedido al Registro Público de la Propiedad, para “facilitar las transacciones mediante la publicidad de los títulos inscritos”, esto con la finalidad de dar certeza jurídica sobre las transacciones, así como por la naturaleza de los actos que deben ser inscritos en éste.
Lo anterior es suficiente para tener la certeza de que es el Registro Público a quien le corresponde verificar si en sus libros está inscrita o no una propiedad, así como expedir la certificación de donde se informe si está inscrita a nombre de persona alguna o no lo está…” 
De acuerdo con la exposición de motivos, en el artículo ÚNICO del referido Decreto, se establece:

“ÚNICO.- Se REFORMA el artículo 922 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue:

ARTÍCULO. 922. Presentada la solicitud, la cual deberá contener la descripción precisa del inmueble de que se trata, y a la que se acompañará precisamente, certificado del Registro Público de la Propiedad que demuestre que los bienes no están inscritos, se mandará publicar un edicto que contenga el extracto de ella, en el Periódico Oficial del Estado y en un diario de los de mayor circulación, a juicio del juez, citando a los que se crean con derecho para que se presenten a oponerse. También se publicará el edicto fijándolo en la puerta del juzgado y en los demás sitios públicos de costumbre.

El certificado del Registro Público de la Propiedad deberá comprender los últimos diez años.”

De lo anterior se desprende, que la autoridad competente para emitir el “certificado de no registro de propiedad” es el Registro Público de la Propiedad.

Por consiguiente, atentos a que la solicitud del hoy actor tiene como fin la obtención de un “certificado de no registro de propiedad” para promover diligencias de información Ad Perpetuam, ya que el inmueble al que se refiere la petición del actor, se ubica en el municipio de San Luis Potosí, S.L.P., resulta evidente que la competencia para resolver la solicitud se surte a favor del titular del Registro Público de la Propiedad. 

De acuerdo a lo anterior, le asiste la razón al demandante al señalar que la autoridad demandada viola en su perjuicio el contenido del numeral 922 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, además de que incumple las obligaciones contenidas en las disposiciones legales anotadas; ello en virtud de que tiene obligación de expedir copias certificadas de las inscripciones o constancias que figuren en los libros y folios del Registro; así como certificados para el caso de no existir asientos de ninguna especie o de especie determinada, sobre bienes señalados o a cargo de ciertas personas, sin que en el caso hubiese acontecido alguna de las situaciones anotadas, ya sea expidiendo copias certificadas de las inscripciones que obren en los libros registrales, o bien, expedir la certificación de que no existen inscripciones de ninguna especie sobre el bien inmueble que refirió el demandante en su solicitud respectiva, sin que hubiese actuado de una u otra forma, por lo que resulta inexacta la interpretación que hacen las demandadas, de los numerales 11 y 47 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, pues dichas disposiciones en ningún momento, establecen impedimento del Registro Público, para expedir certificaciones de no inscripción.

Además de que, los numerales 141 fracciones I y X y 152 fracción XXV de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, establecen como atribución del Instituto, regular, administrar y prestar los servicios inherentes a la integración electrónica de la información de las bases de datos y archivos públicos del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado, además de la competencia que le otorgue la Constitución Política del Estado y las leyes, y al Director General le señala como atribuciones las que se adviertan de otras disposiciones legales; facultad que nos permite remitirnos a lo establecido en el citado numeral 922 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, que obliga al Registro Público a verificar si en sus libros está inscrita o no una propiedad, así como expedir la certificación en donde se informe que no está inscrita a nombre de persona alguna.
En base a lo anterior, resulta infundado el argumento que hace la emisora del oficio impugnado, al señalar que carece de capacidad material y jurídica para atender a cabalidad lo peticionado por la aquí promovente, pues como ya se indicó anteriormente, la demandada, incumple con las obligaciones legales previstas en los numerales 11 y 47 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como en el numeral 922 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, reformado mediante Decreto 0392, publicado en el Periódico Oficial del Estado, el jueves 29 de septiembre de 2016, en relación a los artículos 2° y 152 fracción XXV de la Ley del Registro Público de la Propiedad y Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, toda vez que los razonamientos vertidos en el oficio ********** de fecha dieciséis de mayo de dos mil diecinueve, signado por el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral del Estado, no corresponden a las obligaciones contenidas en las disposiciones legales que se aplican al caso que nos ocupa; por lo tanto, resultan fundados los argumentos que expone la parte actora, toda vez que la autoridad demandada incumple con las obligaciones legales previstas en los ordenamientos invocados con antelación.
Así las cosas, en la especie se actualizaron las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250 fracciones I, II y último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado cuando emana de una autoridad incompetente y cuando se dicta en contravención a las disposiciones legales aplicables.

Por lo que el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral del Estado de, quien emitió el acto impugnado, deberá remitir la instancia a la Dirección General del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, que es la autoridad competente para expedir la certificación solicitada, a efecto de que emita una respuesta a la solicitud que le fue planteada por el actor mediante el escrito recibido en esa Dirección el seis de mayo de dos mil diecinueve, debidamente fundada y motivada, en la que cumpla con la obligación que le impone el artículo 922 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de expedir el Certificado del Registro Público de la Propiedad que demuestre que el bien inmueble no está inscrito en sus archivos, mismo que le fue solicitado por la parte actora.
En tal virtud, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el Oficio ********** de fecha 16 dieciséis de mayo de 2019 dos mil diecinueve, emitido por el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral del Estado; y por consecuencia la NULIDAD LISA Y LLANA del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en este considerando.

En ese sentido, para efectos del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del mismo ordenamiento legal, se ordena a la autoridad que emitió el acto impugnado, Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral del Estado, remita la instancia a la Dirección General del Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí, que es la autoridad competente para expedir la certificación solicitada, a efecto de que emita una respuesta a la solicitud planteada por el actor mediante el escrito recibido en esa Dirección el seis de mayo de dos mil diecinueve, debidamente fundada y motivada, en la que cumpla con la obligación que le impone el artículo 922 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, en la que expida el Certificado del Registro Público de la Propiedad que demuestre que el bien inmueble no está registrado en sus archivos, mismo que le fue solicitado por el actor.
Sirve de apoyo la tesis de Jurisprudencia de la Novena Época, con número de Registro: 188431,  Instancia: Segunda Sala,  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XIV, Noviembre de 2001, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 52/2001, que dice: 

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO. Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan, debiendo informar sobre su cumplimiento.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí;  248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el considerando sexto de la presente sentencia. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
